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TESIS RELEVANTES DE LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN,  

PUBLICADAS EN EL SEMANARIO JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN  
 DEL 19 DE ENERO AL 16 DE FEBRERO DE 2017 

 
 
Usted podrá consultar éstas y todas las tesis jurisprudenciales y aisladas publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación, en: http://sjf.scjn.pjf.gob.mx/sjfsem/paginas/semanarioIndex.aspx 
 
El Semanario Judicial de la Federación es un sistema digital de compilación y difusión de las tesis 
jurisprudenciales y aisladas emitidas por los órganos del Poder Judicial de la Federación, de las ejecutorias 
correspondientes, así como de los instrumentos normativos emitidos por los órganos del Poder Judicial de 
la Federación. 
 
El Semanario Judicial de la Federación se publica permanentemente de manera electrónica, en la página 
de internet de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Los viernes se incorpora al Semanario la 
información correspondiente, a consecuencia de lo cual, se considera de aplicación obligatoria un criterio 
jurisprudencial a partir del lunes siguiente hábil, al día en que la tesis respectiva o la ejecutoria dictada en 
controversia constitucional o en una acción de inconstitucionalidad, sea ingresada al Semanario Judicial 
de la Federación. 
 
 
 

ENERO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016005  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de enero de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a. VII/2018 (10a.)  
 
VISITA DE LOS MENORES A LA FAMILIA AMPLIADA, EN EL EXTRANJERO. ASPECTOS QUE DEBE 
TOMAR EN CUENTA EL JUZGADOR AL RESOLVER SOBRE LA AUTORIZACIÓN RELATIVA. 
 
Un derecho primordial del menor radica en no ser separado de sus padres, a menos que la 
separación sea necesaria para su interés superior, lo que permite que los padres contribuyan a la 
protección, educación y formación integral de sus hijos, y además posibilita que se formen 
relaciones estrechas entre ellos, lo cual no sólo propicia relaciones paterno y materno filiales 
adecuadas, sino que, debido a la formación evolutiva del menor, esa relación necesariamente 
influye en la personalidad e identidad que asumirá, máxime que en esta formación no sólo es 
importante la interacción que el menor tenga con sus padres, al ser trascendente la que tiene con 
el resto de los integrantes de su familia, incluida la ampliada en ambas líneas, ya que ello, además 
de contribuir a su formación, le permitirá identificarse como parte de un determinado grupo 
familiar. En ese orden de ideas, cuando un progenitor demanda al otro la autorización para que el 
menor pueda trasladarse al extranjero para visitar a algún miembro de la familia ampliada, el 
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juzgador, atendiendo al interés superior del menor, puede acceder a dicha petición al existir la 
presunción de que esa visita no sólo fomentará los lazos familiares entre el menor y su familia 
ampliada a quien pretende visitar, fortaleciendo su identidad familiar, sino que, existe la 
presunción humana de que visitar un Estado diverso puede contribuir a su descanso y 
esparcimiento, así como a su formación cultural, en tanto que ello le permitirá conocer otra 
civilización, idioma y cultura, fomentando en él un espíritu de comprensión y amistad hacia otras 
culturas; en consecuencia, el juzgador no puede negar dicha solicitud, a menos que se demuestre 
fehacientemente que acceder a ésta, lejos de beneficiar el interés superior del menor le 
perjudicará. Así, aunque no pasa inadvertido que el artículo 3, numeral 2, de la Convención sobre 
los Derechos del Niño, ordena tener en cuenta los derechos y deberes de los padres; y, en esa 
medida, debe tenerse presente que el acceder a una solicitud de ese tipo, puede implicar una 
separación entre el progenitor demandado y el menor, lo cierto es que es temporal y existe la 
presunción de que es en beneficio del menor. No obstante, como una autorización de ese tipo 
puede dar pauta a una sustracción internacional, es importante que el Juez, al momento de darla, 
exija que quien la solicita señale la fecha en que el menor saldrá del país y en la que regresará, 
indicando el lugar y el domicilio exacto en los que pernoctará durante su estancia en otro país, así 
como los posibles lugares que visitará; y aprovechando el avance tecnológico existente, debe 
ordenar que sostenga comunicación diaria con el progenitor de quien se solicita la autorización; 
aunado a ello, cuando exista sospecha fundada de que la autorización en cuestión pudiera 
utilizarse para una sustracción internacional, exigirá garantía de que el menor será regresado al 
país en la fecha indicada. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4075/2016. 15 de marzo de 2017. Mayoría de cuatro votos de los 
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo y 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho 
para formular voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretaria: Mercedes 
Verónica Sánchez Miguez.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016004  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de enero de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. I/2018 (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. SU FALTA DE REGULACIÓN POR LAS LEGISLATURAS 
LOCALES CONSTITUYE UNA OMISIÓN LEGISLATIVA ABSOLUTA VIOLATORIA DE LOS PRINCIPIOS DE 
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RESPONSABILIDAD OBJETIVA Y DIRECTA PREVISTOS EN EL ARTÍCULO 113, PÁRRAFO SEGUNDO, DE 
LA CONSTITUCIÓN, EN SU TEXTO VIGENTE HASTA EL 27 DE MAYO DE 2015. 
 
A partir del Decreto por el que se adicionó un segundo párrafo al artículo 113 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de 
junio de 2002, el poder reformador de la Constitución estableció un orden jurídico estructurado al 
que sometió las actuaciones del Estado para el reconocimiento de los derechos públicos subjetivos 
de los gobernados, de forma tal que aquél tuviera una responsabilidad objetiva y directa por los 
daños que pudiera ocasionarles en sus bienes o derechos, con motivo de su actividad 
administrativa irregular (modelo constitucional actualmente ubicado en el artículo 109, último 
párrafo, por el Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la 
Constitución, en materia de combate a la corrupción, publicado en el medio de difusión oficial 
citado el 27 de mayo de 2015); para lo cual, la Constitución General obligó a cada nivel de 
gobierno (federal, local y municipal) a prever y observar en sus ordenamientos jurídicos la 
responsabilidad patrimonial del Estado, objetiva y directa, y fijar en sus presupuestos una partida 
para hacer frente a dicha circunstancia, dentro del plazo comprendido de la publicación del 
decreto y hasta antes del 1o. de enero de 2004. Consecuentemente, si las legislaturas locales no 
adecuaron las leyes de las entidades federativas al nuevo modelo constitucional para prever los 
casos en que el Estado incide en la responsabilidad objetiva y directa, resulta inconcuso que 
incurren en una omisión legislativa absoluta violatoria de los principios constitucionales referidos y 
el derecho de los particulares a ser indemnizados debidamente. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6718/2016. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016003  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de enero de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. II/2018 (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO OBJETIVA Y DIRECTA. LA FALTA DE ADECUACIÓN EN 
LAS LEGISLATURAS LOCALES CONSTITUYE UNA VIOLACIÓN AL PRINCIPIO DE SUPREMACÍA 
CONSTITUCIONAL PREVISTO EN EL ARTÍCULO 133 CONSTITUCIONAL. 
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El artículo 133 prevé dos dimensiones que rigen el sistema constitucional: 1) la supremacía de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y; 2) la jerarquía normativa en el Estado 
Mexicano que conforman la Constitución, las leyes que emanen de ésta y que expida el Congreso 
de la Unión y los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea parte y la Ley 
Suprema de la Unión. Así, las constituciones y las leyes de las entidades federativas, con 
independencia de la soberanía de los Estados que protege el artículo 40 constitucional para los 
asuntos concernientes a su régimen interno, deberán observar los mandatos constitucionales y, 
por lo tanto, no vulnerarlos; es decir, si las leyes expedidas por las Legislaturas Locales resultan 
contrarias a los preceptos constitucionales, deben predominar las disposiciones de la Norma 
Fundamental y no las de esas leyes ordinarias, aun cuando procedan de su Constitución local, 
incluso cuando se trate directamente de esta última. Luego, si una entidad federativa no adecuó 
su normatividad a la obligación que impuso el artículo 113, párrafo segundo, de la Constitución 
General vigente a partir del 1o. de enero de 2014 (actualmente 109, último párrafo, según Decreto 
por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de combate a la corrupción, publicado en el Diario 
Oficial de la Federación el 27 de mayo de 2015), en relación con la responsabilidad objetiva y 
directa en que puede incurrir el Estado y que genera la indemnización a los particulares por los 
daños que puedan sufrir a sus bienes o derechos, con motivo de la actividad administrativa 
irregular, esa circunstancia deriva en una violación al principio de supremacía constitucional que 
tutela el artículo 133 constitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6718/2016. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña 
Hernández. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016002  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de enero de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. III/2018 (10a.)  
 
RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DEL ESTADO. EL ARTÍCULO 7.172 DEL CÓDIGO CIVIL DEL ESTADO 
DE MÉXICO, EN SU TEXTO ANTERIOR A LA REFORMA PUBLICADA EN LA GACETA DEL GOBIERNO DE 
LA ENTIDAD EL 30 DE MAYO DE 2017, ES INCONSTITUCIONAL. 
 
A partir del Decreto por el que se adiciona un segundo párrafo al artículo 113 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 14 de 
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junio de 2002, el Constituyente Permanente estableció un orden jurídico estructurado al que 
sometió las actuaciones del Estado para el reconocimiento de los derechos públicos subjetivos de 
los gobernados, de forma que aquél tuviera una responsabilidad objetiva y directa por los daños 
que pudiera ocasionarles en sus bienes o derechos, con motivo de su actividad administrativa 
irregular (modelo constitucional actualmente ubicado en el artículo 109, último párrafo, 
constitucional); para lo cual, la Constitución Federal obligó a cada nivel de gobierno (federal, local 
y municipal) a prever y observar en sus ordenamientos jurídicos la responsabilidad patrimonial del 
Estado, objetiva y directa, y fijar en sus presupuestos una partida para hacer frente a dicha 
circunstancia, dentro del plazo comprendido desde la publicación del decreto y hasta antes de su 
entrada en vigor el 1 de enero de 2004. Así, el artículo 7.172 del Código Civil del Estado de México, 
en su texto anterior a la reforma publicada en la Gaceta del Gobierno de la entidad el 30 de mayo 
de 2017, al establecer que el Estado, los Municipios y sus respectivos organismos descentralizados, 
tienen obligación de responder de los daños causados por sus servidores públicos en el ejercicio 
de las funciones públicas que les estén encomendadas, y que dicha responsabilidad es subsidiaria 
y sólo podrá hacerse efectiva cuando el servidor público responsable directo, no tenga bienes, o 
los que tenga no sean suficientes para responder del daño causado, es inconstitucional, pues la 
Legislatura Local incurrió en una omisión legislativa absoluta; esto es, si bien es cierto que prevé 
que el Estado de México, los Municipios y sus respectivos organismos descentralizados tienen 
obligación de responder de los daños que se causen a los particulares, también lo es que se ciñe a 
una responsabilidad subsidiaria a la que se finque al servidor público que hubiere ocasionado el 
daño en ejercicio de sus funciones, y sólo cuando el referido servidor público no pueda hacer 
frente a su responsabilidad con los bienes con que cuenta, lo cual advierte la subjetividad que 
reviste la responsabilidad del Estado a través de la persona del servidor público, como único ente 
que puede generar un daño a los gobernados, absolviendo el deber del Estado y colocándolo en 
una posición de "auxilio" en caso de que el servidor público no contara con bienes o éstos fueran 
insuficientes para resarcir a la persona afectada, lo cual genera una contraposición entre el 
ordenamiento local y la Constitución Federal. Asimismo, cuando el artículo 113 constitucional 
citado alude a que la responsabilidad patrimonial objetiva del Estado surge si éste causa un daño 
al particular con motivo de su actividad administrativa irregular, ello implica que el Estado se 
vuelve responsable directo en los daños que los operadores de su actividad generen en las 
personas y no de forma subsidiaria o solidaria como anteriormente sucedía y como se pretende a 
través del artículo 7.172 aludido. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 6718/2016. 14 de junio de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo 
Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, en el que se aparta de las consideraciones contenidas en la presente tesis, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Ponente: 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015999  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de enero de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Administrativa)  
Tesis: 1a. VI/2018 (10a.)  
 
LEY ADUANERA. EL CONCEPTO "VALOR COMERCIAL" PREVISTO EN EL ARTÍCULO 183-A NO 
CONSTITUYE UN TÉRMINO INDEFINIDO. 
 
El artículo 183-A de la Ley Aduanera establece que las mercancías pasarán a propiedad del fisco 
federal, además de otras sanciones que resulten aplicables, cuando se den los supuestos que ahí 
se señalan; salvo que exista imposibilidad material de que ello suceda, en cuyo caso se impondrá 
al infractor el deber de pagar el importe del "valor comercial" de las mercancías relativas, al 
momento de la aplicación de las sanciones correspondientes. Ahora, no obstante que el término 
"valor comercial" no se encuentra definido en el texto del precepto de referencia, lo cierto es que 
puede obtenerse de lo señalado en el diverso artículo 79 de la Ley Aduanera, el cual establece 
como base gravable del impuesto general de exportación, el valor comercial de las mercancías en 
el lugar de venta, que deberá encontrarse consignado en la factura o en cualquier otro documento 
comercial, sin inclusión de fletes y seguros; de lo que se desprende que el término refiere la 
cuantificación de las mercancías en actos de comercio, lo cual otorga certeza al gobernado en 
relación con ese término. Ello se verifica, además, con el solo hecho de recoger el valor del 
mercado que corresponde a la mercancía respectiva en el lugar de venta; es decir, el valor que 
tienen en actos de comercio en el lugar en que fueron vendidos, a lo cual la autoridad debe 
constreñirse para fijar el valor comercial de las mercancías, por lo que no queda al arbitrio de ésta 
ni del particular dicha determinación; pues se encuentra consignado en la factura o en cualquier 
otro documento comercial, sin incluir los fletes ni seguros. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 3974/2015. Brocade Communications Systems México, S. de R.L. de 
C.V. 6 de julio de 2016. Mayoría de tres votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea y 
Norma Lucía Piña Hernández, quienes formularon voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz 
Mena. Secretaria: Gabriela Eleonora Cortés Araujo.  
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
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Época: Décima Época  
Registro: 2015997  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de enero de 2018 10:20 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a./J. 3/2018 (10a.)  
 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO. EL ARTÍCULO 68 DE LA LEY RELATIVA NO VIOLA EL DERECHO 
FUNDAMENTAL A LA IGUALDAD PROCESAL. 
 
Si se toma en consideración que el derecho citado reconocido en los artículos 14 y 16 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1, de la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos, implica que deben hacerse saber a las partes las pretensiones de su 
oponente y no privarlas de la oportunidad de alegar, probar o impugnar lo que a su interés 
convenga, con el objeto de que ambas estén en aptitud de demostrar, respectivamente, los 
extremos de su acción y de sus excepciones o defensas, se concluye que el artículo 68 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, al prever una presunción legal en relación con la veracidad de la 
certificación contable formulada por el contador facultado por la institución acreedora, no viola el 
derecho fundamental referido, pues el hecho de que una de las partes deba probar que la 
certificación indicada sea falsa, o bien, que son inexactos los datos contenidos en ésta, no limita ni 
restringe la oportunidad del litigante de impugnar y, en su caso, demostrar tal extremo. Esto es, la 
hipótesis prevista en el artículo 68 indicado no implica que una de las partes se encuentre 
imposibilitada, en comparación con su contraparte, para demostrar los extremos de su acción o de 
sus excepciones o defensas, pues define únicamente a quién le corresponde la carga de la prueba 
en relación con la falsedad o inexactitud del certificado contable. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 4662/2014. Eduardo Abraham Ordóñez y otras. 20 de mayo de 2015. 
Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mireya Meléndez Almaraz. 
 
Amparo directo en revisión 4876/2014. Braulio Pallares Duarte. 9 de septiembre de 2015. Cinco 
votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Olga 
Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada. 
 
Amparo directo en revisión 1214/2015. Eduardo Abraham Ordóñez y otras. 9 de septiembre de 
2015. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Ricardo Antonio Silva Díaz. 
 
Amparo directo en revisión 2193/2015. Rafael Calderón Jiménez y otra. 30 de septiembre de 2015. 
Cinco votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
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Mario Pardo Rebolledo, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. 
Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. 
 
Amparo directo en revisión 2591/2015. Francisco Roberto Negrete López. 13 de enero de 2016. 
Cinco votos de los señores Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Secretario: Arturo Guerrero Zazueta. 
 
Tesis de jurisprudencia 3/2018 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en 
sesión de diez de enero de dos mil dieciocho. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 19 de enero de 2018 a las 10:20 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 22 de enero de 
2018, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 
 
 

FEBRERO 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016132  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de febrero de 2018 10:04 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. X/2018 (10a.)  
 
PRESCRIPCIÓN POSITIVA DE INMUEBLES. EL ARTÍCULO 1156 DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO 
FEDERAL NO VULNERA EL DERECHO DE ACCESO A LA JUSTICIA. 
 
El artículo citado, al establecer que la acción de prescripción puede promoverse en contra de 
quien aparezca como propietario del bien inmueble respectivo en el Registro Público de la 
Propiedad, sin prever expresamente algún otro supuesto, como el de que pueda demandarse a 
otro poseedor, no restringe o limita el derecho de acceso a la justicia. Lo anterior, porque 
considerando que el objeto de esa acción es declarar que la prescripción se ha consumado y se ha 
adquirido la propiedad sobre un bien por quien lo ha poseído de manera pacífica, continua, 
pública, a título de propietario y por el tiempo que marca la ley, resulta razonable considerar como 
sujeto a quien puede disputarse el derecho de propiedad y que podría verse afectado con la 
acción, al que aparezca como dueño en el Registro Público de la Propiedad, por ser el sujeto cierto 
al que se le puede atribuir esa calidad; además de que la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación, al emitir la tesis de Jurisprudencia 1a./J. 58/2004, (1) admitió que la acción 
pueda enderezarse también contra algún otro propietario del conocimiento del actor. En ese 
sentido, no resultaría exigible al legislador que la acción procediera en contra de otro poseedor del 
bien, en primer lugar, porque ese carácter no le hace apto para disputarle el derecho de propiedad 
por medio de la acción de prescripción, ya que sólo ostenta un poder de hecho sobre el bien; en 
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segundo lugar, porque si se demanda la prescripción a otro poseedor eso significaría que el actor 
fue desposeído del bien y eventualmente podría haberse interrumpido el plazo de prescripción si 
transcurrió más de un año desde la desposesión como lo dispone el artículo 1168, fracción I, del 
mismo Código. Asimismo, sería innecesario que el precepto en cuestión previera el caso en que no 
existe anotación registral del inmueble, por ser un supuesto ya regulado en los diversos preceptos 
3046 y 3047 del Código Civil, que remiten al trámite de inmatriculación judicial para obtener el 
título de propiedad respectivo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 931/2017. Leobardo Díaz Bautista. 4 de octubre de 2017. Mayoría de 
cuatro votos de los Ministros José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. 
Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
1. La tesis de jurisprudencia 1a./J. 58/2004 citada, se publicó en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, noviembre de 2004, página 25, registro digital: 
180099, con el rubro: "PRESCRIPCIÓN ADQUISITIVA. LA ACCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 1156 
DEL CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL DEBE DIRIGIRSE CONTRA QUIEN APARECE COMO 
PROPIETARIO EN EL REGISTRO PÚBLICO Y TAMBIÉN EN CONTRA DEL VERDADERO PROPIETARIO, 
CUANDO NO COINCIDAN, SI EL POSEEDOR SABE DE ANTEMANO QUIÉN ES ESTE ÚLTIMO." 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de febrero de 2018 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016131  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de febrero de 2018 10:04 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: 1a. IX/2018 (10a.)  
 
DOCUMENTOS INDUBITABLES PARA COTEJO. EL ARTÍCULO 1.301 DEL CÓDIGO DE 
PROCEDIMIENTOS CIVILES PARA EL ESTADO DE MÉXICO, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE IGUALDAD 
PROCESAL DE LAS PARTES. 
 
El artículo 1.301 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de México, al establecer la 
lista limitativa de los documentos que se consideran indubitables para el cotejo cuando se pone en 
duda la autenticidad total o parcial de otro documento, letra o firma, no vulnera el principio de 
igualdad procesal de las partes, pues su función es la de contar con un elemento fidedigno de 
comparación y con esto reducir el margen de error presente en dicho método al contrastar el 
documento, la letra o la firma cuestionados. Por tanto, su previsión no es en función de la facilidad 
con que las partes puedan obtenerlos, sino de la certeza que deben ofrecer para realizar el cotejo 
respectivo, en tanto que las dificultades o hasta imposibilidad que pueda haber para allegar tales 
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documentos indubitables atañe a un problema independiente, que en su caso será materia de 
valoración por el juez al analizar los elementos de prueba exhibidos a efectos de determinar la 
prueba de los hechos. En ese sentido, es incorrecto considerar que si el elemento exhibido para el 
cotejo no es de los señalados en la norma, en automático se genere la presunción de que el 
documento, la letra o la firma cuestionadas son válidas o auténticas, sino que esto dependerá de 
la valoración probatoria que lleve a cabo el juez conforme a las reglas que al respecto establece la 
ley. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo directo en revisión 5382/2016. Sucesión a bienes de Enrique Soberanes Álvarez. 30 de 
agosto de 2017. Mayoría de tres votos de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía Piña Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ausente: 
Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho 
Maldonado. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de febrero de 2018 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 
 
 
Época: Décima Época  
Registro: 2016130  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de febrero de 2018 10:04 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a. XI/2018 (10a.)  
 
COMPETENCIA POR MATERIA. CORRESPONDE A UN TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN 
MATERIA PENAL CONOCER DEL RECURSO DE REVISIÓN EN UN JUICIO DE AMPARO CONTRA ACTOS 
REFERENTES A LA SALUD DE UNA PERSONA INTERNA EN UN CENTRO FEDERAL DE READAPTACIÓN 
SOCIAL. 
 
Según dejó establecido el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en la jurisprudencia 
P./J. 18/2012 (10a.), la entrada en vigor de la reforma constitucional publicada el 18 de junio de 
2008 realizó un cambio sustancial en el sentido de que actualmente no corresponde a las 
autoridades administrativas supervisar los medios utilizados para lograr la reinserción social del 
sentenciado a la sociedad y los eventos que acontezcan durante el cumplimiento de las penas, 
sino que ello corresponde a las autoridades judiciales, en particular, a los jueces de ejecución en 
materia penal, por lo cual, toda controversia al respecto en que participen los sentenciados 
compete a los Jueces de Distrito en Materia Penal. En seguimiento de ese criterio, la Primera Sala 
del Máximo Tribunal del país estableció en la jurisprudencia 1a./J. 113/2012 (10a.), que si el acto 
reclamado incide en los mecanismos para lograr la reinserción social de los sentenciados con 
motivo de la ejecución de la pena, la competencia se surte a favor de un Tribunal Colegiado en 
Materia Penal. Por su parte, en la jurisprudencia P./J. 31/2013 (10a.), el Pleno de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación consideró la atención a la salud como una parte medular de la reinserción 
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social. Consecuentemente, la competencia por razón de materia para conocer del recurso de 
revisión en un juicio de amparo donde se reclaman actos relativos a la atención de la salud de una 
persona interna en un Centro Federal de Readaptación Social, es de un Tribunal Colegiado en 
Materia Penal y no uno en Materia Administrativa, sin que obste para lo anterior que la autoridad 
emisora del acto reclamado tenga naturaleza formalmente administrativa, ya que al derivar los 
actos de un procedimiento penal, éste es el criterio determinante para adscribirlo a esa materia 
como se sostiene en las jurisprudencias referidas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Conflicto competencial 36/2017. Suscitado entre el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal 
y Civil del Vigésimo Circuito, y el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Vigésimo 
Circuito. 6 de septiembre de 2017. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José 
Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Norma Lucía 
Piña Hernández. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Mónica Cacho Maldonado. 
 
Nota: La tesis de jurisprudencia P./J. 18/2012 (10a.) citada, aparece publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro XIII, Tomo 1, octubre de 2012, página 
17, registro digital: 2001982, con el rubro: "ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO 
A OTRO. LA COMPETENCIA PARA CONOCER DEL JUICIO DE AMPARO PROMOVIDO EN SU CONTRA 
POR UN SENTENCIADO SE SURTE A FAVOR DE LOS JUZGADOS DE DISTRITO EN MATERIA PENAL."; 
la tesis de jurisprudencia 1a./J. 113/2012, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XIV, Tomo 1, noviembre de 2012, página 567, registro digital: 
2002124, con el rubro: "COMPETENCIA POR RAZÓN DE LA MATERIA. SI EL ACTO RECLAMADO 
MOTIVO DEL CONFLICTO INCIDE EN LOS MECANISMOS PARA LOGRAR LA REINSERCIÓN SOCIAL DE 
LOS SENTENCIADOS CON MOTIVO DE LA EJECUCIÓN DE LA PENA, SE SURTE EN FAVOR DE UN 
TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO EN MATERIA PENAL."; y la tesis jurisprudencial P./J. 31/2013 
(10a.), aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 13 de diciembre de 
2013 a las 13:20 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 
1, Tomo I, diciembre de 2013, página 124, registro digital: 2005105, con el rubro: "REINSERCIÓN 
DEL SENTENCIADO A LA SOCIEDAD. SU ALCANCE CONFORME AL ARTÍCULO 18 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS."  
 
Esta tesis se publicó el viernes 02 de febrero de 2018 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de 
la Federación. 
 


